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Introducción1

El presente documento pretende dar algunas respuestas a interrogantes aun vigen-
tes en la esfera académica y mucho más en la sociedad civil sobre la participación 
del Ecuador en la cadena de producción de drogas en la Región Andina. Algunos 
de los cuestionamientos más comunes son: ¿Cuáles son los factores históricos y/o 
sociales que impidieron el cultivo de coca dentro del territorio de Ecuador? ¿Por qué 
razones no surgieron movimientos guerrilleros con trascendencia temporal y peso 
político en el país, especialmente alguno que haya podido vincularse a los grupos 
armados colombianos o peruanos que pusieron contra la pared a sus respectivos 
Estados nacionales? ¿Cuáles son actualmente las lógicas y despliegues del narcotrá-
fico en Ecuador y cuáles sus efectos en la sociedad y el Estado? ¿Cómo se inserta el 
narcotráfico en la economía formal lícita del Ecuador? Estas preguntas están de al-
guna manera interrelacionadas y son de carácter histórico, estructural y multidimen-
sional, por lo que ameritan respuestas del mismo orden. Por ello el presente análisis 
pretende responder algunos de estos interrogantes con el afán de visualizar cómo 
se articula el Ecuador en la dinámica del narcotráfico, asunto que atañe a todos los 
ciudadanos, no sólo ecuatorianos sino también de los países de la Región Andina.

El análisis se divide en cuatro partes. La primera consta de varias explicaciones 
histórico-sociales sobre la ausencia de cocales y de prácticas culturales-rituales de 
significación y trascendencia en el territorio ecuatoriano. De hecho, esta situación 
marca una diferencia tajante con sus vecinos, Colombia y Perú, y por supuesto con 
Bolivia que, sin ser un Estado limítrofe con Ecuador, forma parte del conglomerado 
étnico andino.

La segunda parte versa sobre la ausencia de grupos insurgentes o irregulares en 
la vida política nacional y la vinculación de éstos con la economía ilegal del nar-
cotráfico. Es muy conocido en el contexto subregional que el Ecuador -excepto 
la acción de la guerrilla urbana Alfaro Vive Carajo (AVC), que operó a mediados 
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de los años ochenta- no ha tenido grupos 
o movimientos armados que hayan deses-
tabilizado los regímenes democráticos, o 
desarrollado simpatías y canalizado apoyo 
popular a sus demandas políticas para lo-
grar transformaciones estructurales radi-
cales.

La tercera parte explica la participación de 
Ecuador dentro del complejo circuito de 
producción, tránsito y venta de drogas a los 
consumidores de los países del primer mun-
do. Básicamente, el Ecuador se constituyó 
en una ruta de tránsito de estupefacientes 
hacia los mercados ilícitos de Estados Uni-
dos y Europa, por su posición geográfica 
estratégica y por tener entidades de control 
poco coordinadas en materia de política 
pública y con un sistema de administración 
de justicia marcado por la baja instituciona-
lización, la corrupción y la impunidad. Por 
ende, las medidas adoptadas para reducir la 
participación ecuatoriana en la cadena de 
producción de drogas, más allá de las pre-
siones estadounidenses, corresponden más 
bien a acciones de interdicción realizadas 
por las fuerzas de seguridad donde ocasio-
nalmente se produjeron tareas de erradica-
ción de cultivos.2

Por último, en la cuarta parte se exponen 
algunas ideas sobre el impacto del narcotrá-
fico mediante el lavado de activos dentro de 
la economía nacional dolarizada.

¿Por qué en Ecuador no hay  
producción de cocaína?

Algunas razones explican por qué en Ecua-
dor no se han establecido importantes cul-
tivos de coca. La primera de ellas estriba en 
una explicación histórica que se remon-
ta a la administración colonial “cuando los 
cultivos para uso ritual y tradicional fueron 
erradicados en el siglo XVI durante la Real 
Audiencia de Quito por cuestiones estruc-
turales de la economía colonial” (Núñez, et. 
al. 2008:16). Esa labor erradicadora fue ini-
ciada por las autoridades coloniales y luego 

ampliamente desarrollada por la Orden Je-
suita que decidió sustituir los cultivos ances-
trales de coca por cañaverales en las zonas 
bajas del Valle del Chota, al norte de la ac-
tual provincia de Imbabura. En estas zonas 
de clima templado, con características agrí-
colas propicias para el cultivo de coca, caña 
de azúcar, algunas frutas tropicales y legu-
minosas, los jesuitas reemplazaron la mano 
de obra indígena por la esclava africana.

El historiador Carlos Espinosa sostiene que 
en esas comunidades sencillamente “el 
aguardiente desplazó a la coca” (Espinosa, 
2009:138). Además, en ese tiempo se pro-
dujo “una división internacional del trabajo 
que especializó a la zona geográfica que 
ahora constituye el Ecuador tanto para la 
producción agraria, como de tejidos para 
el mercado andino” que tenía sus polos de 
crecimiento en la producción minera en el 
Alto Perú (Bonilla, 1993). Si bien en Ecua-
dor se erradicó tempranamente el cultivo 
de coca, en Perú y Bolivia3 más bien se lo 
institucionalizó debido a las necesidades de 
reproducción de la mano de obra indígena 
en la minería, especialmente la desarrollada 
en Potosí (Bonilla, 1991, 1993).

El caso colombiano se diferencia de los tres 
anteriores porque los cultivos de coca apa-
recieron recién en la década de los setenta 
del pasado siglo, debido a la afluencia de 
población procedente de El Meta, Caque-
tá, Nariño, Magdalena Medio, entre otras 
regiones, que repoblaron principalmente el 
departamento de Putumayo (Ramírez, 2001 
en Espinoza, 2009). En la siguiente década 
surgió una gran demanda de cocales gene-
rada por los carteles de Medellín y Cali, y 
la guerrilla de las Fuerzas Armadas Revolu-
cionarias de Colombia (Farc), a las que más 
adelante se sumaron grupos paramilitares 
que vieron en esa actividad una fuente de 
ingresos extraordinaria y una manera de 
ejercer acciones contrainsurgentes. Estas 
organizaciones dedicadas al narcotráfico 
promovieron la expansión de los cultivos de 
coca a otras regiones de Colombia, para la 



Julio de 2011, Página 3

Ec
u

ad
o

r, 
¿p

aí
s 

d
e 

tr
án

si
to

 o
 p

aí
s 

p
ro

d
u

ct
o

r 
d

e 
d

ro
g

as
?

fabricación de cocaína, droga demandada 
crecientemente por los consumidores en Es-
tados Unidos y Europa. Lo anterior -como 
veremos más adelante- está vinculado con 
la reducida siembra de cocales que se regis-
tró y luego se erradicó en la frontera norte 
ecuatoriana desde los noventa.

Por otro lado, desde una explicación de 
corte culturalista, se sostiene que a partir 
de la prohibición colonial referida el uso de 
la coca nunca fue revivido en Ecuador. Por 
lo que históricamente no ha existido una 
producción de la planta considerable de-
bido a la ausencia de sectores sociales que 
posean una tradición cultural cocalera y un 
conocimiento agronómico para desarrollar 
una producción sostenida (Rivera, 1991). 
Bonilla afirma que en Ecuador “a pesar de 
ser uno de los Estados con mayor densidad 
de población indígena, no ha existido desde 
hace varios siglos consumo ritual o cultural 
de hojas de la planta, ni tampoco se la ha 
cultivado para fines de consumo cotidiano” 
(Bonilla, 1991:12).

Los indígenas y el campesinado ecuatoriano 
se dedicaron a la siembra de otros produc-
tos agrícolas como cacao, plátano, yuca, 
papa, maíz, arroz, entre otros, para generar 
ingresos económicos que aseguraran el sus-
tento de sus familias y comunidades. Esto 
difiere respecto al campesinado de los de-
partamentos de Putumayo y Nariño, al nor-
te de la frontera ecuatoriana, que se dedicó 
a la siembra de cocales por la falta de pro-
yectos de desarrollo del Estado colombiano 
(Espinoza, 2009).

En Colombia ese fenómeno se produjo debi-
do a una racionalidad económica propia del 
campesinado frente a la importante deman-
da de este producto, recurso fundamental 
para la elaboración de la pasta base (sulfato 
de cocaína) y del polvo (clorhidrato de co-
caína) en su versión depurada. Sin embargo, 
se debe tener en cuenta que la economía de 
la coca siempre ha sido muy fluctuante4, lo 
que no permite hacer previsiones a media-

no ni largo plazo en términos de ganancias 
económicas, mucho más si desde el Estado 
se promueven medidas para erradicar los 
cultivos existentes de manera voluntaria o 
forzosa.

El tercer argumento sobre la ausencia de 
cultivos de coca en territorio ecuatoriano 
proviene de la economía política, que se-
ñala que “el proceso de colonización de la 
amazonía ecuatoriana corrió paralelo a la 
extracción petrolera en los años setenta, lo 
que significó que las tierras óptimas para el 
cultivo de hoja de coca se poblaran en con-
diciones de reproducción material determi-
nadas por esta industria” (Núñez, 2008:16). 
En efecto, la industria petrolera fue un factor 
determinante para la actual configuración 
de los asentamientos humanos, las relacio-
nes socioeconómicas y la explotación de los 
recursos naturales en la región.5 En este pe-
riodo se dinamizó el uso de tierras para la 
agricultura y la ganadería bajo supervisión 
estatal (Rivera, 2005). En este proyecto na-
cionalista, colonizador y desarrollista, las 
Fuerzas Armadas desplegaron un importan-
te dispositivo de seguridad pues el petróleo 
era -y sigue siendo- un recurso estratégico 
del Estado ecuatoriano que “impidió que el 
efecto globo derivado de la erradicación de 
cultivos en Perú y Bolivia se extienda hacia 
Ecuador” (Núñez, 2008:16).

Desde otra óptica, la tensión histórica en-
tre Ecuador y Perú, que duró más de cinco 
décadas, por una importante franja de terri-
torio amazónico, y la presencia militar en la 
frontera sur fueron elementos coadyuvantes 
para que no proliferaran carteles dedicados 
a la producción ilegal de coca y el tráfico 
de drogas en las regiones del oriente y sur 
del país. En 1984 se desplegó una extensa 
campaña de erradicación en todo el terri-
torio nacional que impidió el resurgimiento 
de cocales. Ese mismo año los índices de 
exportación alcanzaron su punto más alto 
llegando a 1000 hectáreas cultivadas para 
el mercado externo (Bonilla, 1993; Bonilla y 
Moreano, 2009).
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Como último argumento está la presión 
estadounidense en materia de lucha 
contra las drogas desde la década de los 
noventa en la Región Andina, particular-
mente mediante el monitoreo anual de la 
producción realizado por el Departamento 
de Estado6. En este contexto, en 1991 se 
detectaron 80 hectáreas de cultivos. Luego, 
entre 1998 y 2008 los informes anuales del 
Consejo Nacional de Control de Sustancias 
Estupefacientes y Psicotrópicas (Consep) so-
bre áreas cultivadas y producción ilícita no 
proporcionan datos relevantes de cocales en 
el territorio ecuatoriano, pero sí evidencian 
incrementos significativos en la detección 
de laboratorios clandestinos y la captura de 
estupefacientes, armas de distinto calibre y 
precursores químicos para la fabricación de 
drogas.7

Los cultivos de coca en Ecuador

Los cultivos de coca encontrados en Ecua-
dor hasta ahora son insignificantes. En 2001 
se registraron 5,5 hectáreas en la provincia 
norteña de Sucumbíos; en 2002 se encon-
traron 20 en lugares aislados en la frontera 
norte; en 2003 se hallaron 5 mil plantas in-
dividuales en la misma región (Bonilla y Mo-
reano, 2009; Rivera, 2005). Por su parte, el 
Departamento de Estado de Estados Unidos 
informa que en 2004 fuerzas de seguridad 
ecuatorianas ubicaron y destruyeron 36 
hectáreas de coca en lugares dispersos cerca 
de la frontera con Colombia.8

La prensa local reportó que entre 2006 y 
2008 se erradicaron cuatro áreas de cultivos 
ilícitos en la misma zona.9 Según datos del 
Consep, en 2009 se capturaron 32 tonela-
das de coca.10 Las cantidades encontradas 
en los operativos policiales no representan 
una preocupación mayor para las autorida-
des nacionales ni para los países cooperan-
tes en la lucha contra el narcotráfico, pues 
resultan ínfimas respecto a las producidas 
anualmente en Colombia, Perú y Bolivia.

A las explicaciones presentadas hay que 
añadir que el territorio ecuatoriano, a dife-
rencia del resto de países andinos, tiene par-
ticularidades que evitan la siembra de coca-
les. La más importante es que el territorio es 
bastante reducido, lo que ha significado que 
existan pocos espacios en los que “se gene-
ren periferias totalmente fuera de la autori-
dad estatal en donde se podría arraigar el 
cultivo de coca” (Espinosa, 2009:138). De 
tal manera, hasta la fecha sólo se han en-
contrado cultivos en zonas fronterizas de 
Esmeraldas y Sucumbíos, pertenecientes 
a los campamentos temporales de las Farc 
instalados en complicidad con campesinos 
ecuatorianos que colaboran con los subver-
sivos colombianos en la siembra de cocales 
cuando éstos están descansando en territo-
rio ecuatoriano (Espinosa, 2009; Bonilla y 
Moreano, 2009). Según Páez (2000) este fe-
nómeno se debe principalmente a que mu-
chos colonos y campesinos consideran que 
el trabajo en sus fincas “no resulta rentable 
y la zona carece de redes de comercializa-
ción para sus productos, así como del apoyo 
técnico y crediticio por parte del Estado” (en 
Núñez, 2008:19).

Finalmente, vale la pena señalar que los pro-
ductores de hoja de coca constituyen el es-
labón más débil de la cadena de producción 
de cocaína que llega a los consumidores de 
Estados Unidos y Europa. En la mayoría de 
los casos, los campesinos se ven forzados 
a desarrollar este tipo de producción como 
sustento económico debido al abandono de 
los Estados, que los marginan de condicio-
nes de vida dignas. En la misma línea, para 
evitar mayores tensiones y enfrentamientos 
entre los cocaleros y las fuerzas del orden 
que buscan reducir la oferta de materia pri-
ma para la elaboración de cocaína, se debe 
tender a la sustitución de cultivos de mane-
ra voluntaria.
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La ausencia de guerrilla  
en Ecuador 

¿Narcoguerrilla en Colombia y Perú?

Asumir que en Ecuador no surgieron grupos 
guerrilleros como en Colombia y Perú debi-
do a que no contaban con dinero del nar-
cotráfico puede resultar una equivocación. 
Los movimientos guerrilleros colombianos y 
peruanos tienen sus propias características. 
En el primer caso, las Farc inicialmente se 
inscribieron en las “estrategias de solidari-
dad del movimiento comunista internacio-
nal, pero a medida que la presencia de éste 
se eclipsa después de la Guerra Fría se cons-
truyeron lógicas económicas y crematísticas; 
especialmente en el tráfico de armas y per-
trechos, contrabando de combustible, ins-
talación de laboratorios y campamentos de 
descanso o entrenamiento en las fronteras. 
Esto se refleja en decenas de reportes sobre 
los operativos realizados por la Policía y las 
Fuerzas Armadas en particular en Sucum-
bíos, Orellana, Carchi, Esmeraldas y en otras 
provincias (Bonilla y Moreano, 2009:146).

Mediante dichas prácticas las Farc obtu-
vieron ingresos económicos “frescos” para 
mantener a sus miembros y sus operacio-
nes insurgentes.11 De esa manera pudieron 
sostenerse en un territorio muy amplio resis-
tiendo las ofensivas del Estado colombiano 
a través de sus cuerpos de Policía y Fuerzas 
Militares y un fuerte componente de civiles 
armados dedicados a tareas de inteligencia. 
Las Farc también optaron por ilícitos como 
el secuestro, la extorsión y el tráfico de mu-
niciones. Según las fuerzas de seguridad 
colombianas, las Farc tienen presencia en 
428 de los 1.110 municipios del país, inclui-
dos 128 con cultivos ilícitos (Schultze-Kraft, 
2010). Como resultado de esa presencia, 
“los ecuatorianos que habitan en la fron-
tera con Colombia [sufrieron] una presión 
de la guerrilla, los grupos paramilitares12 y el 
ejército colombiano, que los [forzó] a hacer-
se cómplices de los grupos armados ilegales 

próximos a sus comunidades” (Moreano, 
2009:52).

En las mismas lógicas y prácticas de violen-
cia ingresaron las Autodefensas Unidas de 
Colombia (AUC)13. Por tal motivo, los re-
manentes de estas últimas aún mantienen 
fuertes tensiones con los frentes 48, 32 y 29 
de las Farc ubicados en la frontera sur del 
país. Informes especializados indican que 
el Ejército de Liberación Nacional (ELN) está 
menos involucrado en los beneficios que 
reporta el narcotráfico y que sus ingresos 
provienen principalmente del secuestro y la 
extorsión.14

Sobre el caso peruano, desde la década de 
los ochenta Sendero Luminoso ha provisto 
e intercambiado armas con los insurgentes 
colombianos de las Farc.15 Según Antezana 
(2009), la fracción sobreviviente de Sendero 
Luminoso ubicada en la región del Valle de 
los ríos Apurimac y Ene, actualmente coman-
dada por Alipio y su hermano Víctor Quispe 
Palomino, es la que inicia una aproximación 
con el narcotráfico en el año 2000, median-
te la siembra de cultivos de coca. A partir 
de 2006 los senderistas dejaron de ser sólo 
protectores de las organizaciones de narco-
traficantes que sacan la cocaína de la selva, 
y pasaron a ser productores, montando po-
zas de maceración y laboratorios clandesti-
nos. Además, por su experiencia militar, los 
guerrilleros ofrecieron seguridad a los cam-
pesinos y a otras redes de narcotraficantes 
para “limpiar los corredores de tránsito de 
policías desafiantes y otras presencias esta-
tales” (Schultze-Kraft, 2010:443).

Ecuador ¿otra excepción?

Ecuador es una excepción frente a los casos 
mencionados, ya que no tiene en su legado 
histórico la presencia de guerrillas impor-
tantes que hayan amenazado al Estado y 
a la población. Sin embargo, es pertinente 
nombrar al grupo guerrillero autodenomi-
nado Alfaro Vive Carajo (AVC), que tuvo re-
sonancia política en las principales ciudades 
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del país durante los años ochentas. En ese 
entonces, el Estado arremetió de manera 
violenta contra esta guerrilla y aplicó la es-
trategia de la seguridad interna a tal punto 
que la persecución, el hostigamiento, la de-
tención arbitraria, la tortura y la desapari-
ción se legitimaron como métodos válidos 
para combatirla. Entre 1984 y 1988, épo-
ca que coincide con la presidencia de León 
Febres Cordero, se produjo el periodo más 
siniestro en el que se presentaron la mayor 
parte de casos de violaciones de derechos 
humanos, con 68% del total de víctimas re-
gistradas según el Informe de la Comisión 
de la Verdad16, auspiciado por el gobierno 
de Rafael Correa dentro del proceso de re-
paración a las víctimas de la violencia estatal 
(Rivera, 2011). La guerrilla en Ecuador es-
tuvo desvinculada del narcotráfico por su 
carácter eminentemente urbano, su com-
posición (ante todo jóvenes universitarios) y 
la limitada cooperación de la sociedad civil 
para sus fines.

Una explicación adicional sobre la falta de 
guerrilla en Ecuador diría que las Fuerzas 
Armadas ecuatorianas gozan hasta hoy de 
prestigio y legitimidad -a diferencia de la si-
tuación en Colombia y Perú-, y son vistas 
por la población como necesarias para el 
desarrollo y la gobernabilidad al punto que 
se constituyeron en garantes de la Constitu-
ción Política hasta 2008, cuando se eliminó 
esa normativa. Ante la falta de una institu-
cionalidad estatal que integrara al país, des-
de los años setenta los militares ecuatoria-
nos lograron establecerse en varios lugares 
apartados del territorio nacional y suplieron 
la relación sociedad civil - Estado. Difícil-
mente, un grupo guerrillero o ilegal armado 
hubiese actuado sin ser detectado por los 
militares debido a la compenetración po-
pular de las Fuerzas Armadas ecuatorianas 
(Rivera 2005).

“La virtual ausencia de cultivos de coca [li-
beró] al Ecuador de la violencia colectiva 
masiva asociada a la protección de cultivos 
por ejércitos irregulares y las presiones polí-

ticas de movimientos cocaleros” (Espinosa, 
2009:139). En resumen, ni los conflictos de-
rivados de la economía ilegal de la produc-
ción de coca, ni el tráfico de drogas se han 
generalizado en la sociedad ecuatoriana 
como para ser considerados una amenaza a 
la seguridad regional o hemisférica (Morea-
no, 2009). Sin embargo, Ecuador constituye 
una parte importante del tráfico de drogas 
en la Región Andina. 

Ecuador en el circuito del  
narcotráfico de la Región Andina

Como vimos, Ecuador no es un productor de 
coca, cocaína u otras drogas ilegales en can-
tidades considerables para la exportación. 
Tampoco ha tenido problemas de goberna-
bilidad y seguridad por la acción de guerri-
llas en su territorio. Por ello, la mayoría de 
investigadores del narcotráfico y los efectos 
de las políticas aplicadas para su combate 
(Rivera, 2011, 2005, 1991; Espinoza, 2009; 
Moreano, 2009; Núñez, 2008; Páez, 2000; 
Bonilla, 1993, 1991, entre otros) consideran 
que Ecuador es un país de tránsito de estu-
pefacientes.17

Dentro de la producción y circulación de 
drogas ilegales, Ecuador cumple cuatro fun-
ciones fundamentales: 1) es una vía de paso 
de la hoja de coca cultivada en Perú y Boli-
via hacia Colombia donde es procesada; 2) 
es el origen de varias rutas de tráfico hacia 
mercados internacionales de países consu-
midores; 3) es un mercado de contrabando 
de precursores químicos necesarios para el 
procesamiento de cocaína y heroína; y 4) es 
una economía funcional al lavado de dinero 
(Bonilla y Moreano, 2009; Rivera, 2005).

Estas funciones de Ecuador en la cadena de 
producción de drogas tienen larga data pues 
desde hace más de dos décadas la coca es 
acopiada en los departamentos de Nariño 
y Putumayo (Colombia), por mucho tiempo 
controlados por las Farc. Esta organización 
introduce la base de coca por la amazonía 
ecuatoriana, desde donde es trasladada 
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hacia la provincia de Esmeraldas para ser 
procesada y refinada en laboratorios clan-
destinos. Luego, la droga vuelve a Colombia 
por Nariño en embarcaciones fluviales o por 
vía terrestre. También es despachada desde 
los puertos marítimos de El Oro, Guayas y 
Manabí� o por los aeropuertos de Quito y 
Guayaquil (Bonilla y Moreano, 2009). 

Lo anterior responde a una clara lógica de 
los involucrados en este tipo de criminalidad 
organizada: los narcotraficantes ecuatoria-
nos, que mantienen numerosas conexiones 
transnacionales, decidieron tiempo atrás 
optar por ser sólo parte del tránsito de la 
cocaína colombiana hacia Estados Unidos 
-vía México- y a los países europeos, antes 
que dedicarse a la producción de cocales o 
la fabricación de pasta base de cocaína en 
grandes cantidades. 

La racionalidad económica en los 
narcotraficantes de Ecuador

Posiblemente el narcotráfico ecuatoriano 
asume las limitaciones naturales y de mer-
cado para la producción de cocales, además 
del cálculo de costo/beneficio sobre la pro-
ducción de un bien ilícito que en condicio-
nes adversas es vista como muy riesgosa por 
el fuerte sistema legal vigente que persuade 
a los ciudadanos de cometer delitos vincu-
lados con el narcotráfico.19 No obstante, 
muchas personas se dedican a este negocio 
ilícito atraídas por las ganancias rápidas, o 
colaboran en actividades subsidiarias como 
el tráfico de combustibles, particularmente 
de “gasolina blanca” y varios precursores 
químicos que son desviados de los merca-
dos legales para la producción de cocaína 
en las “cocinas” (fábricas precarias) instala-
das en regiones inaccesibles, lejos del con-
trol estatal.

En ese orden de cosas, en las localidades 
fronterizas de Lago Agrio, Mataje, Campa-
nita y San Lorenzo se han descubierto im-
portantes laboratorios para el procesamien-

to de pasta y base de cocaína (Moreano, 
2009). Aquello da una pauta de las lógicas 
de esta actividad ilícita en suelo ecuatoria-
no. Espinoza (2009) explica que Ecuador es 
parte del tránsito de drogas lo que reporta 
importantes beneficios para la economía le-
gal e ilegal.

Los años 2005-2008 han mostrado un des-
punte inesperado del narcotráfico que resulta  
sumamente preocupante. Las capturas de co-
caína en Ecuador aumentaron de un promedio  
de 8 toneladas anuales entre el 1999 y el 2003  
a más de treinta toneladas para 2005-200820.  
Treinta toneladas al año sugiere, asumiendo 
una tasa de capturas en relación a tráfico de  
20%, un tráfico de por lo menos 150 tonela-
das al año. Esto equivaldría a 750 millones de  
dólares anuales, si asumimos un pre-
cio de 5.000 dólares por kilo”. (Espinosa, 
2009:139).

Una suma anual de 750 millones de dólares 
es considerable, y es probable que la suma 
sea aun mayor. Esto, lejos de demostrar un 
éxito en la política antinarcóticos del Estado 
ecuatoriano21, es señal de un crecimiento 
importante de nuevas y mejoradas lógicas 
de los narcotraficantes en distintos escena-
rios. Además hay un aumento de la canti-
dad de laboratorios de drogas y de medios 
transporte con alta tecnología descubiertos 
por las autoridades, ya no sólo en la fron-
tera norte, sino también en el interior del 
país. Esto incluye una mayor cantidad de 
insumos, botes sumergibles, submarinos de 
transporte y otros elementos que indican di-
námicas de producción, comercialización y 
despliegues informáticos-tecnológicos que 
hasta hace poco no se habían visto en Ecua-
dor.

Los delitos conexos con el tráfico  
de drogas

A pesar de lo medular del narcotráfico en 
el financiamiento de las actividades ilegales 
del crimen organizado, existen otros delitos 
conexos que también muestran importantes 
crecimientos. Es el caso del tráfico de armas 
y particularmente del tráfico de combusti-
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ble, que hasta 2009 dejó 306 personas de-
tenidas y cerca de 9 millones de dólares en 
combustibles recuperados.22 Ecuador es par-
te importante del tráfico y abastecimiento 
de varios precursores químicos destinados 
a la fabricación de drogas en Colombia y 
Perú. Dichos insumos son importados direc-
tamente desde Europa y, a pesar de los con-
troles y restricciones, terminan abasteciendo 
parte de las necesidades de la industria de 
las drogas (Cuesta y Trujillo, 1999). Entre los 
precursores más comunes requeridos por 
las redes de narcotraficantes que operan en 
Ecuador están la acetona, la gasolina, el ce-
mento, la soda cáustica, el ácido sulfúrico y 
el clorhídrico. Existen tres zonas críticas para 
el tráfico de estos materiales: i) la frontera 
amazónica que tiene numerosos pasos no 
controlados; ii) Carchi con varios puntos de 
abastecimiento clandestino; iii) los vínculos 
fluviales y marítimos en la provincia de Es-
meraldas (Páez, 2000).

Además, la prensa denuncia constantemen-
te que existe una importante infiltración del 
narcotráfico, a través de sus redes locales, 
en actividades legales e ilegales como prés-
tamos de dinero informales (chulco), ma-
nejo de salas de juego, manejo de tierras, 
entre otros, lo que constituye una señal de 
la incorporación de lógicas criminales con 
conexión internacional.23

Respecto a la seguridad de la ciudadanía ex-
puesta diariamente a la violencia inherente 
a la actividad del narcotráfico, cabe destacar 
un importante crecimiento de la violencia 
interpersonal en los últimos 5 años. Entre 
2006 y 2009 el asesinato creció 58,7% en 
números absolutos, manteniendo porcen-
tajes de crecimiento constantes entre cada 
año. Hoy el asesinato es la principal causa de 
homicidio por encima del homicidio simple, 
lo que hace pensar que cada vez la violen-
cia interpersonal es más predeterminada y 
alevosa. De aquel número de asesinatos, en 
el consolidado de estos cuatro años la pro-
vincia del Guayas es la que tiene mayor inci-
dencia con 41,2% del total, seguido de Es-

meraldas (13,2%), Santo Domingo (7,2%), 
El Oro (6,8%), Los Ríos (6,5%), Sucumbíos 
(5,7%), Manabí (5,1%) y Pichincha (4,9%). 
De otra parte, las denuncias de amenazas 
a las personas entre los años 2000 y 2004 
fueron 1.094, mientras que entre 2005 y 
2009 subieron a 34.192. La extorsión su-
bió de 902 denuncias entre 2000 y 2004, a 
1.575 entre 2005 y 2009 (Rivera y Pontón, 
2010).

El vínculo entre narcotráfico  
y lavado de dinero 

El estudio de la economía del narcotráfico 
constituye un verdadero reto académico de-
bido a las escasas investigaciones que abor-
dan este fenómeno de manera integral. Con 
integralidad nos referimos a la información 
veraz, al análisis complejo asociado al uso 
de metodologías adecuadas que aborden 
estructuraciones comprobables empírica-
mente y sobre todo, estimaciones o cálculos 
sobre la proporción de dinero que se lava 
dentro de la economía formal de Ecuador. 
Se puede decir con certeza que en el país no 
hay estudios científicos que nos brinden las 
dimensiones, ámbitos de operación, lógicas 
de funcionamiento, estrategias de encubri-
miento y fundamentalmente, los montos 
del dinero lavado bajo distintas modalida-
des en el territorio nacional.

Hay estudios que alertan sobre el sobredi-
mensionamiento que habría desde los años 
noventa sobre el problema del lavado en 
Ecuador, pero sin aportar alguna compro-
bación de corte empírico y sustentando ex-
plicaciones ancladas en estudios de percep-
ción e inferencias en torno al tamaño de la 
economía ecuatoriana y la real capacidad de 
lavado que tendrían las acciones del crimen 
organizado que quedarían muy expuestas 
(Páez, 2000 en Bonilla y Moreano, 2009). 
Dichos estudios insisten en que la dolariza-
ción proporcionó un nuevo escenario a las 
actividades ilegales conducentes al lavado 
de dinero en la economía nacional, que sólo 
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se reporta a las instituciones financieras en 
un 30 a 40%.

El estudio de Espinosa (2009) menciona que 
el Ecuador es sumamente permeable al la-
vado de dinero proveniente del narcotráfico 
colombiano, aunque indica que no es fácil 
calcular el monto del lavado en el país de-
bido a que gran parte de los ingresos ob-
tenidos por el narcotráfico terminan siendo 
depositados en los paraísos fiscales del Cari-
be. Según él, el monto estaría “en el orden 
de 500 a 1000 millones de dólares al año” 
(Espinosa, 2009:139).

La Revista Vanguardia, en un informe es-
pecial titulado “La guerra contra la plata 
sucia” (2009:16), rescata las opiniones del 
ex director del Consep, Domingo Paredes, 
quien señala que “según el último informe 
policial en Ecuador se lavan 7.000 millones 
de dólares anualmente”. Esta cifra parece 
especulativa y sin base debido a que, como 
se señaló antes , no existen informes con-
cluyentes de la Unidad de Inteligencia Fi-
nanciera (UIF), ni reportes de la DNA en este 
campo. La suma mencionada es la quinta 
parte del PIB de 2008 (51.106 millones de 
dólares según el Banco Central). Además, 
las apreciaciones de Paredes son infunda-
das pues los instrumentos de medición para 
Ecuador no son los correctos, dadas las limi-
taciones de la Superintendencia de Bancos y 
del Observatorio de Drogas para desarrollar 
un estudio serio y profundo sobre el lavado 
de dinero en el país.

Para 2009 se advertía que si se hicieran las 
mediciones correctas, sólo podrían obte-
nerse cálculos confiables de las dinámicas 
financieras que operan en las esferas for-
males de la economía, quedando por fuera 
los aspectos no formales que dinamizan 
extensas zonas del país donde no se nego-
cia necesariamente mediante entidades fi-
nancieras o bancos acreditados y en donde 
existe gran circulante monetario por fuera 
del sistema formal como son las fronteras, 
puertos, cantones y provincias.

Conclusiones 

Ecuador no es un país productor de coca 
ni de estupefacientes en cantidades com-
parables a las del resto de países andinos. 
Sin embargo, la débil institucionalidad, la 
reducida aplicación de la ley, la impunidad 
y las medidas legales desproporcionadas 
aplicadas a “las mulas”, sumado a los vai-
venes del control policial y un enfoque cri-
minal disperso, hacen que el Estado se vea 
impotente para frenar la circulación y trán-
sito de drogas desde Colombia y Perú, que 
salen por vía marítima desde Ecuador con 
destino a México, Estados Unidos y Europa. 
Sin duda alguna, nos enfrentamos a una si-
tuación extremadamente difícil que tiende a 
empeorar en la región.

Por Ecuador transita el narcotráfico genera-
do en Colombia y Perú con destino a Méxi-
co para ser introducido a Estados Unidos, o 
Europa vía la costa occidental de África. En 
esta dinámica que conecta distintos lugares 
del planeta existe un encadenamiento de 
ingentes cantidades de dinero y otros recur-
sos materiales que motivan a muchos indivi-
duos a participar en este negocio ilícito.

El narco tiene la capacidad de corromper 
a funcionarios públicos, policías, militares, 
agentes de frontera y de aduanas, empre-
sarios privados, instituciones de monitoreo 
y supervisión, entre otros. Por lo tanto, las 
fronteras no resultan impedimento para que 
esta industria, con miles de beneficiarios, se 
vuelva más dinámica y poderosa frente a un 
pronunciado debilitamiento estatal para en-
frentarla. En el caso ecuatoriano, podemos 
advertir que en los últimos años se vienen 
desarrollando una serie de “políticas de se-
guridad ciudadana” para combatir al más 
representativo de los fenómenos del crimen 
organizado transnacional. Por desgracia, 
las políticas aplicadas son extremadamen-
te cortas e insuficientes frente a las lógicas 
y despliegues de este tipo de criminalidad 
muy compleja y con imbricaciones de todo 
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tipo y a todo nivel en los escenarios en los 
que se desarrolla.

Investigaciones en curso (Rivera y Pontón 
2010) dan cuenta de un ascenso estraté-
gico del crimen organizado en Ecuador 
que va más allá de la simple percepción 
sobre el sobredimensionamiento del lava-
do en los últimos años, supera la “cocai-
nización” que ha envuelto a los estudios 
sobre seguridad en el país y cuestiona 
radicalmente la noción de seguridad ciu-
dadana por limitada e inservible cuando 
hay que afrontar problemas de crimen 
internacional organizado. Las nuevas lógi-
cas y despliegues del narcotráfico incor-
poran territorios vinculados por cuencas 
hidrográficas y terrestres con conexiones 
portuarias; distribuyen las ganancias de la 
actividad ilícita entre operadores chicos y 
medianos que mantienen redes de sica-
rios y prestamistas que no son detectados 
por los órganos de inteligencia criminal, 
e infiltran corruptamente los aparatos de 
justicia para estar protegidos en un medio 
donde la política y los medios de comuni-
cación no están librados.24

Todo lo anterior indica que está pendiente 
una evaluación más exhaustiva del fenóme-
no del narcotráfico en Ecuador como ex-
presión del crimen organizado, evaluación 
que todavía no ha sido asumida de manera 
responsable por las autoridades nacionales. 
En este sentido, la profundización del estu-
dio y la comprensión de esta problemática, 
que está vinculada con la seguridad pública 
y del Estado es una tarea de los formula-
dores de políticas públicas, los académicos, 
los centros de investigación, los medios de 
comunicación y la sociedad civil, directa-
mente afectada por sus impactos. Sólo con 
un mejor entendimiento del fenómeno se 
podrá diseñar una estrategia integral para 
enfrentarlo. 
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14Informe Crisis Group, Guerra y Droga en Colombia, América Latina No.11, 27 de enero de 
2005.

15Para los militares peruanos, las motivaciones del conflicto interno colombiano no sólo están 
en la lucha por el poder político sino que implican acciones delictivas internacionales, como el 
narcoterrorismo (Moreano, Uriguen, 2006).

16Creada para investigar las violaciones de derechos humanos cometidas por elementos de las 
Fuerzas Armadas, la Policía Nacional y otros organismos del Estado entre 1984–2008.

17Investigaciones recientes demuestran que en los últimos años Ecuador se ha convertido también 
en un país de tránsito de las redes de trata de personas y combustibles útiles para la producción 
de droga en Perú y Colombia (Rivera y Pontón, 2010).

18“Narcotraficantes se toman los puertos”. Periódico La Hora, 30 de agosto de 2005.

19La Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas y el correspondiente Reglamento vigentes 
hasta la actualidad.

20Para las capturas en Ecuador en el 2005 ver: Internacional Narcotics Control Strategy Report, 
2006.

21En cuanto a la articulación del país en la “guerra contra las drogas”, el gobierno ecuatoriano 
siempre “hizo lo que se le dijo”. La actitud de la sociedad está fuertemente marcada por una 
predisposición a considerar que el problema necesariamente debe enfrentarse con políticas de 
control y represión (Bonilla, 1993).

22Unidad de Investigaciones de Delitos Energéticos e Hidrocarburos. Policía Nacional del Ecuador, 
noviembre de 2009.

23Ver publicaciones sobre narcotráfico en El Comercio entre el 26 de julio al 2 de agosto de 2010. 

24El posible involucramiento de un ex subsecretario de Gobierno y Policía con narcotraficantes 
vinculados a las Farc, el caso de un ex Ministro Coordinador de Seguridad del movimiento 
político gobernante (Alianza País), que mantuvo reuniones con jefes de la misma agrupación 
guerrillera, la muerte en el sur del país de un comandante provincial de Policía detectado en 
delito flagrante con cargamentos de drogas, entre varios hechos, dan cuenta del nivel de 
penetración del crimen internacional organizado en el Ecuador.


